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INFORME No. 53/11
DECISIÓN DE ARCHIVO

PETICIÓN P-670-98
PERU
23 de marzo de 2011
PRESUNTA VÍCTIMA:


Orlando Ascue Pozo
PETICIONARIO:


Orlando Ascue Pozo
VIOLACIONES ALEGADAS:         
Artículos 8 y 25 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos
FECHA DE INICIO DE TRÁMITE: 
17 de marzo de 2008
I.
POSICIÓN DEL PETICIONARIO
1. Se alega que el 24 de septiembre de 1994 fue detenido Orlando Ascue Pozo por la Dirección Nacional Contra el Terrorismo, (en adelante “DINCOTE”), acusado de pertenecer al grupo insurgente autodenominado Partido Comunista del Perú – Sendero Luminoso. 
2. El peticionario afirmó que fue detenido arbitrariamente y sin autorización judicial, mientras se encontraba con un grupo de compañeros de estudio de la universidad. Agregó que fue procesado en un juicio sumario, por un tribunal conformado por “jueces sin rostro” y sin las garantías de un debido proceso. Indicó que el 13 de junio de 1995 fue condenado por el delito de terrorismo a 20 años de prisión y otras penas accesorias. Según lo alegado, la presunta víctima interpuso recurso de nulidad ante la Corte Suprema de Justicia, el cual fue declarado infundado.
3. Posteriormente, el peticionario informó que con fecha 20 de mayo de 2001 obtuvo un indulto presidencial, tras lo cual fue excarcelado.
II.
POSICIÓN DEL ESTADO

4. Señaló que debía declararse inadmisible la petición por falta de agotamiento de recursos internos. Según el Estado, el peticionario, luego del indulto, interpuso una demanda ante el Poder Judicial solicitando indemnización por daños y perjuicios, pero dicho proceso fue dejado en abandono, ya que el señor Ascue Pozo no habría asistido a las audiencias a las cuales fue notificado y tampoco habría presentado recurso alguno desde enero de 2004.
III.
TRÁMITE ANTE LA CIDH 

5. El 9 de noviembre de 1998 se recibió la petición inicial, la cual fue registrada bajo el número P-670-98. El peticionario presentó una comunicación adicional el 7 de abril de 2006. El 17 de marzo de 2008 la CIDH trasladó esa documentación al Estado y le requirió la presentación de respuesta en el plazo de dos meses. 
6. El Estado presentó su respuesta el 30 de mayo de 2008, la cual fue trasladada al peticionario el 26 de junio de 2008, otorgándole el plazo de un mes para que presentara observaciones. El 30 de abril de 2010 se reiteró el pedido de observaciones al peticionario y se le otorgó el plazo de un mes para que atendiera lo solicitado por la CIDH. 
7. El 13 de octubre de 2010 la CIDH solicitó información actualizada al peticionario e indicó que de no recibirla en el plazo de un mes, podría considerar el archivo de la petición, de conformidad con el artículo 48.1.b) de la Convención Americana.
IV.
FUNDAMENTO PARA LA DECISIÓN DE ARCHIVO
8. Tanto el artículo 48.1.b) de la Convención Americana sobre Derechos Humanos como el artículo 42.1 del Reglamento de la CIDH establecen que, dentro del proceso de trámite de una petición, recibidas las informaciones o transcurrido el plazo fijado sin que sean recibidas, la CIDH verificará si existen o subsisten los motivos de la petición y en caso de no existir o subsistir ordenará el archivo del expediente. 

9. A pesar de las solicitudes de observación formuladas por la CIDH el 26 de junio de 2008 y el 30 de abril de 2010, así como la solicitud de información actualizada realizada el 13 de octubre de 2010, el peticionario no ha remitido escritos adicionales. En estas circunstancias, y en vista de que la información disponible no es suficiente para adoptar una decisión sobre admisibilidad o inadmisibilidad de la petición, la CIDH decide archivarla de conformidad con los artículos 48.1 b) de la Convención Americana y 42.1 de su Reglamento.
Dado y firmado en la ciudad de Washington, D.C., a los 23 días del mes de marzo de 2011. (Firmado): Dinah Shelton, Presidenta; José de Jesús Orozco Henríquez, Primer Vicepresidente; Rodrigo Escobar Gil, Segundo Vicepresidente; Paulo Sérgio Pinheiro, Felipe González, Luz Patricia Mejía Guerrero, y María Silvia Guillén, Miembros de la Comisión. 
